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EL SENADO Y LA CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE 

                  BUENOS AIRES SANCIONAN CON FUERZA DE
LEY
ARTÍCULO 1: Incorpórese al Título III del “Código Provincial de Implementación de los Derechos de los Consumidores y Usuarios”, Ley N° 13.133, el Capítulo VI, el que quedará redactado de la siguiente manera:
“CAPITULO VI

CONTROL DE TRATO DIGNO A USUARIOS Y CONSUMIDORES”
“Artículo Nuevo.- La Autoridad de Aplicación efectuará los controles adecuados para garantizar las condiciones de atención y trato digno y equitativo a usuarios y consumidores en los establecimientos que presten servicios de atención al público.

       Conforme lo establecido en la Ley Nacional N° 24.240, en particular el artículo 8 bis, considerase “práctica abusiva” y contraria al “trato digno” de los usuarios y consumidores en los establecimientos de atención al público:

1.  A la demora que someta a un tiempo mayor de veinte (20) minutos en espera en las cajas habilitadas para cobros, pagos, y atención al cliente, aun cuando se provea de asientos, existan instalaciones sanitarias y el orden de atención sea según talón numerado.

2.  A la espera en condiciones de incomodidad: cuando no se provean asientos y/o cuando se obliga a soportar las inclemencias climáticas, a efectos de ser atendidos en su requerimiento.

3.  A la falta de sanitarios de acceso libre y gratuito a disposición de los concurrentes.
4. A la falta de condiciones de accesibilidad  para personas con discapacidad.
          De acuerdo a lo dispuesto en el inciso 1) del presente artículo, la Autoridad de Aplicación instrumentará mecanismos de documentación y constatación fehaciente del horario en que el usuario o consumidor se incorpora a la fila y sea realmente atendido, a fin de que toda persona que lo solicite cuente con constancia documentada de su tiempo en espera. 
          No obstante lo dispuesto por la autoridad de aplicación en la materia, deberán los sujetos obligados contar con libro de quejas rubricado por dicha autoridad.
          Los supuestos contemplados en los incisos precedentes alcanzan a las empresas prestadoras de servicios públicos y privados, comprendidas en éstas las entidades bancarias y/o financieras, a las mutuales de ayuda económica, a las compañías de telefonías móviles, servicios de televisión por cable y/o  internet, a las compañías de medicina prepaga , entre otros.-“

“Artículo Nuevo.- Los sujetos obligados por el artículo anterior deberán, dentro de los noventa (90) días de promulgada la presente Ley, adaptar sus instalaciones y prácticas para evitar aquellas consideradas abusivas, contrarias al trato digno.

     Asimismo, deberán garantizar la asignación de personal de atención al público suficiente,  proporcional a la cantidad de usuarios del servicio prestado.
      Los establecimientos alcanzados por la presente deberán garantizar, en los espacios dispuestos para la atención al público, las condiciones de accesibilidad para personas con discapacidad o movilidad reducida y respetar las disposiciones reglamentarias locales correspondientes.
    También, deberán proveer de carteles indicativos en lugares visibles para el público, donde se especifiquen los medios, direcciones y teléfonos para realizar las denuncias por las prácticas abusivas descriptas”.-
“Artículo Nuevo.- Los sujetos obligados, que realicen las prácticas abusivas contrarias al trato digno dispuestas en el presente Capítulo, serán sancionados de acuerdo a lo dispuesto en el Art 73 y siguientes. En caso de reincidencia, se autoriza a la Autoridad de Aplicación a  incrementar el monto de la multa aplicada hasta el cien por ciento (100%) del valor de la misma.”
ARTÍCULO 2: Facúltase al Poder Ejecutivo a ordenar y renumerar el articulado de la Ley N° 13.133 y sus modificatorias, en función de las modificaciones introducidas por la presente.

ARTÍCULO 3: Autorizase al Poder Ejecutivo a efectuar en el Presupuesto General las adecuaciones presupuestarias que resulten necesarias para el cumplimiento de lo establecido en la presente Ley.
ARTÍCULO 4: Comuníquese al Poder Ejecutivo.-
FUNDAMENTOS

El presente proyecto tiene como objeto garantizar en la Provincia de Buenos Aires un trato digno al usuario y consumidor en las oficinas de atención al público. 
En nuestra provincia los establecimientos que prestan servicios de atención masiva al público, habitualmente vulneran los derechos de los consumidores, muchas veces a causa de falta de previsión de usuarios potenciales del servicio, de asignación de personal suficiente y de establecer condiciones edilicias dignas. Los bonaerenses nos hemos acostumbrado a esperar: para recibir atención al cliente, para sacar dinero del cajero, para pagar servicios, para hacer depósitos; se han naturalizado prácticas abusivas y contrarias al trato digno, que esta ley pretende saldar, regulando y sancionando a los responsables de su cumplimiento.
Conteste con la Ley Nacional de Defensa del Consumidor N° 24.240, el presente proyecto define en el ámbito de la competencia provincial las prácticas que serán consideradas abusivas y contrarias al trato digno, incorporando un nuevo Capítulo al Título III, denominado “Políticas de Regulación”, de la Ley N° 13.133 “Código Provincial de Implementación de los Derechos de los Consumidores y Usuarios”. 
            Al igual que la “Ley de Prioridad de atención” N° 14.564, y en miras a fortalecer los derechos de los usuarios y consumidores, se establece una política pública de control de los establecimientos públicos y privados alcanzados. Incorporando a tales fines, que serán consideradas prácticas contrarias a un trato digno, el sometimiento a los usuarios a un tiempo de espera mayor de veinte (20) minutos en las cajas habilitadas para cobros, pagos y otros servicios de atención al cliente; a la espera en condiciones de incomodidad, obligando a los requirentes a soportar las inclemencias climáticas;  a la falta de sanitarios de acceso libre y gratuito y a la falta de condiciones de accesibilidad para personas con discapacidad, de acuerdo a lo determinado en la ley Nacional N° 24.314.
 Asimismo, los establecimientos obligados, deberán garantizar la asignación de personal de atención al público de forma proporcional a la cantidad de usuarios del servicio prestado.

Es importante destacar que la norma alcanza tanto a empresas prestadoras de servicios públicos, como así privados, a entidades bancarias, financieras, mutuales, compañías de telefonía móvil, medicina prepaga, servicios de televisión por cable y/o internet, entre otros. 
En este orden de ideas, existen otras provincias argentinas que han legislado en este sentido, tales como Entre Ríos, Salta y Ciudad Autónoma. En el caso de la Provincia de Buenos Aires, no encontramos norma alguna que regule en el sentido y alcance propuesto en el presente proyecto, razón por la cual creemos que su sanción beneficiará a todos los usuarios y consumidores que asistan a las oficinas de atención al público, y propiciará la creación de mayores puestos de trabajo, ya que para cumplir con lo dispuesto se debe garantizar mayor cantidad de trabajadores capacitados en atención al público.
Convencido de que esta legislatura no puede verse ajena a la problemática social existente en relación a los servicios de atención al público que procuran las empresas prestadoras de servicios públicos y privados, y a los intereses legítimos de los consumidores, considerando que iniciativas como ésta dan un salto cualitativo en materia de defensa de los derechos, es que solicito a los Legisladores/as acompañen con su voto la presente iniciativa.-
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